
 

 

PRECEPTOS LEGALES DEL RECA 0351-999-037799/03-02580-0924 términos de lo establecido en el artículo 4 Fracción 

III de las Disposiciones de carácter general en materia de transparencia aplicables a las Instituciones de Crédito 

y sociedades financieras de objeto múltiple, entidades reguladas.  

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

Artículo 46.- Las instituciones de crédito sólo podrán realizar las operaciones siguientes: 

XV.  Practicar las operaciones de fideicomiso a que se refiere la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito, y llevar a cabo mandatos y comisiones; 

Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de 

fideicomisos, mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones 

de carácter general, en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan 

que las operaciones de referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al 

tiempo de su celebración, así como que se eviten conflictos de interés; 

Párrafo adicionado DOF 01-02-2008 

 

Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán permitir el uso de la firma electrónica avanzada o cualquier 

otra forma de autenticación para pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de servicios con el 

público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, sistemas 

automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y 

establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente: 

Párrafo reformado DOF 09-03-2018 

 

I.  Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 

 

II.  Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 

 

III.  Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos 

y obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 

 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 

operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer párrafo 

de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 

pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará aplicable cuando 

las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva. 

 

Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante 

alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes 

para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, 

podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las 

investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con la 

operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días 

hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos cometidos 

en virtud de la operación respectiva. 

 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su clientela, 

en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la cuenta 

respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación pactados 

para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo su 

responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 

procedieron los recursos correspondientes. 

 

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, 

podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre que 

así lo hayan pactado con ella. 

 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente respectivo 

la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo previsto en los 

mismos. 

 



 

 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en sustitución 

de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes y, 

en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

 

La instalación y el uso de los equipos, medios y formas de autenticación señalados en el primer párrafo de este 

artículo se sujetarán a las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin 

perjuicio de las facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las 

instituciones de crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de 

su ley. 
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Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 

general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y detectar 

actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier 

especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución. 

 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 

establecido en el artículo 142 de esta Ley. 

 

Artículo 56.- El titular de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley, así 

como de depósitos bancarios en administración de títulos o valores a cargo de instituciones de crédito, deberá 

designar beneficiarios y podrá en cualquier tiempo sustituirlos, así como modificar, en su caso, la proporción 

correspondiente a cada uno de ellos. 

 

En caso de fallecimiento del titular, la institución de crédito entregará el importe correspondiente a quienes el 

propio titular hubiese designado, expresamente y por escrito, como beneficiarios, en la proporción estipulada para 

cada uno de ellos. 

 

Si no existieren beneficiarios, el importe deberá entregarse en los términos previstos en la legislación común. 

 

Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas vinculadas con las operaciones 

a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para que hagan 

disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar con la 

autorización del titular o titulares de la cuenta. Tratándose de instituciones de banca múltiple, éstas además 

deberán realizar los actos necesarios para que en los contratos en los que se documenten las operaciones 

referidas, se señale expresamente a la o las personas que tendrán derecho al pago de las obligaciones 

garantizadas a que se refiere la Ley de Protección al Ahorro Bancario. 

Párrafo reformado DOF 10-01-2014 

 

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 

cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes podrán 

autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o servicios. 

 

Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre 

y cuando: 

 

I.  Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 

 

II.  El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 

institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito 

que mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá 

quedar en poder del proveedor. 

 

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este 

artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de México 

mediante disposiciones de carácter general. 

 

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una misma 

institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la primera el 

importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al proveedor. 

Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la cuenta del 

proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al depositante para 

que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá cargar a ella el 

importe correspondiente. 

 



 

 

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito 

deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el párrafo anterior. 

 

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 

crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La citada 

cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter 

general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes 

a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá rechazar cualquier 

nuevo cargo en favor del proveedor. 

 

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 

escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, de 

conformidad con lo que, al efecto, establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en disposiciones de 

carácter general. 

Párrafo reformado DOF 09-03-2018 

Artículo reformado DOF 04-06-2001, 01-02-2008 

Artículo 100.- Las instituciones de crédito podrán microfilmar o grabar en discos ópticos, o en cualquier otro 

medio que les autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, todos aquellos libros, registros y documentos 

en general, que obren en su poder, relacionados con los actos de la propia institución, que mediante disposiciones 

de carácter general señale la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de acuerdo a las bases técnicas que 

para la microfilmación o la grabación en discos ópticos, su manejo y conservación establezca la misma. 

 

Los negativos originales de cámara obtenidos por el sistema de microfilmación y las imágenes grabadas por el 

sistema de discos ópticos o cualquier otro medio autorizado por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a 

que se refiere el párrafo anterior, así como las impresiones obtenidas de dichos sistemas o medios, debidamente 

certificadas por el funcionario autorizado de la institución de crédito, tendrán en juicio el mismo valor probatorio 

que los libros, registros y documentos microfilmados o grabados en discos ópticos, o conservados a través de 

cualquier otro medio autorizado. 

 

Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la contabilidad, 

libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta Ley y las disposiciones que haya emitido la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la institución harán fe, 

salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes de las operaciones a 

que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley. 

Párrafo adicionado DOF 01-02-2008 

Artículo reformado DOF 30-04-1996 

Artículo 106.- A las instituciones de crédito les estará prohibido: 

I.  Se deroga. 

II.  Se deroga. 

III.  Dar en garantía títulos de crédito que emitan, acepten o conserven en tesorería; 

IV.  Operar directa o indirectamente sobre los títulos representativos de su capital, salvo lo dispuesto por el 

último párrafo de los artículos 19 y 38 de esta Ley y por el Capítulo IV, Título Segundo de la Ley de 

Protección al Ahorro Bancario, así como otorgar créditos para la adquisición de tales títulos; 

 

V.  Celebrar operaciones y otorgar servicios con su clientela en los que se pacten condiciones y términos 

que se aparten de manera significativa de las condiciones de mercado prevalecientes en el momento 

de su otorgamiento, de las políticas generales de la institución, y de las sanas prácticas y usos bancarios 

VI.  Se deroga. 

VII.  Aceptar o pagar documentos o certificar cheques en descubierto, salvo en los casos de apertura de 

crédito; 

VIII.  Contraer responsabilidades u obligaciones por cuenta de terceros, distintas de las previstas en la 

fracción VIII del artículo 46 de esta Ley y con la salvedad a que se contrae la siguiente fracción; 

IX.  Se deroga. 



 

 

X.  Garantizar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los documentos domiciliados, al ceder su 

domicilio para pagos o notificaciones. Esta disposición deberá hacerse constar en el texto de los 

documentos en los cuales se exprese el domicilio convencional; 

XI.  Comerciar con mercancías de cualquier clase, excepto las operaciones con oro, plata y divisas que 

puedan realizar en los términos de la presente Ley y de la Ley Orgánica del Banco de México; 

XII.  Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta 

establecimientos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en 

propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas conforme a lo previsto en 

esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, podrá autorizar mediante disposiciones de 

carácter general, que continúen su explotación temporal, cuando las reciban en pago de créditos o 

para aseguramiento de los ya concertados, en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, 

deberá realizar el registro contable y estimación máxima de valor que la propia Comisión establezca 

para estos casos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta Ley. 

XIII.  Se deroga. 

XIV.  Se deroga. 

XV.  Se deroga. 

XV Bis. Se deroga. 

XV Bis 1. Pagar anticipadamente obligaciones a su cargo derivadas de la emisión de bonos bancarios, salvo 

que cumplan con los requisitos señalados, para tal efecto, en el artículo 63 de esta Ley; 

 

XV Bis 2. Pagar anticipadamente obligaciones a su cargo, derivadas de la emisión de obligaciones 

subordinadas salvo que la institución cumpla con los requisitos señalados, para tal efecto, en el artículo 

64 de este ordenamiento; 

XVI. Adquirir directa o indirectamente títulos o valores emitidos o aceptados por ellas, obligaciones 

subordinadas emitidas por otras instituciones de crédito o sociedades controladoras; así como 

readquirir créditos a cargo de terceros que hubieren cedido, salvo el caso de las operaciones previstas 

en el artículo 93 de esta Ley y de la adquisición de obligaciones subordinadas emitidas por las mismas 

instituciones, siempre que dicha adquisición se haga con la previa autorización del Banco de México 

de conformidad con el artículo 64 de esta Ley; 

XVII.  Otorgar créditos o préstamos con garantía de: 

a)  Los pasivos a que se refiere la fracción IV del artículo 46 de esta Ley, a su cargo, a cargo de 

cualquier institución de crédito o de sociedades controladoras; 

b)  Derechos sobre fideicomisos, mandatos o comisiones que, a su vez, tengan por objeto los 

pasivos mencionados en el inciso anterior; 

c)  Acciones de instituciones de banca múltiple o sociedades controladoras de grupos financieros, 

propiedad de cualquier persona que detente el cinco por ciento o más del capital social de la 

institución o sociedad de que se trate. 

Tratándose de acciones distintas a las señaladas en el párrafo anterior, representativas del 

capital social de instituciones de crédito, de sociedades controladoras o de cualquier entidad 

financiera, las instituciones deberán dar aviso con treinta días de anticipación a la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público;  

XVIII.  Celebrar operaciones u ofertas por cuenta propia o de terceros, a sus depositantes para la adquisición 

de bienes o servicios en las que se señale que, para evitar los cargos por dichos conceptos, los 

depositantes deban manifestar su inconformidad; 

XIX.  En la realización de las operaciones a que se refiere la fracción XV del artículo 46 de esta Ley: 



 

 

a)  Se deroga. 

b)  Responder a los fideicomitentes, mandantes o comitentes, del incumplimiento de los deudores, 

por los créditos que se otorguen, o de los emisores, por los valores que se adquieran, salvo que 

sea por su culpa, según lo dispuesto en la parte final del artículo 391 de la Ley General de Títulos 

y Operaciones de Crédito, o garantizar la percepción de rendimientos por los fondos cuya 

inversión se les encomiende. 

Si al término del fideicomiso, mandato o comisión constituidos para el otorgamiento de créditos, 

éstos no hubieren sido liquidados por los deudores, la institución deberá transferirlos al 

fideicomitente o fideicomisario, según sea el caso, o al mandante o comitente, absteniéndose 

de cubrir su importe. 

 

En los contratos de fideicomiso, mandato o comisión se insertará en forma notoria lo dispuesto 

en este inciso y una declaración de la fiduciaria en el sentido de que hizo saber 

inequívocamente su contenido a las personas de quienes haya recibido bienes o derechos para 

su afectación fiduciaria; 

 

c)  Actuar como fiduciarias, mandatarias o comisionistas en fideicomisos, mandatos o comisiones, 

respectivamente, a través de los cuales se capten, directa o indirectamente, recursos del 

público, mediante cualquier acto causante de pasivo directo o contingente, excepto 

tratándose de fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal a través de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, y de fideicomisos a través de los cuales se emitan valores que se 

inscriban en el Registro Nacional de Valores de conformidad con lo previsto en la Ley del 

Mercado de Valores; 

 

d)  Desempeñar los fideicomisos, mandatos o comisiones a que se refiere el segundo párrafo del 

artículo 88 de la Ley de Sociedades de Inversión; 

 

e)  Actuar en fideicomisos, mandatos o comisiones a través de los cuales se evadan limitaciones o 

prohibiciones contenidas en las leyes financieras; 

 

f)  Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento 

de créditos, en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos 

para realizar operaciones en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus 

delegados fiduciarios; los miembros del consejo de administración o consejo directivo, según 

corresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o no en funciones; los empleados y 

funcionarios de la institución; los comisarios propietarios o suplentes, estén o no en funciones; los 

auditores externos de la institución; los miembros del comité técnico del fideicomiso respectivo; 

los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas citadas, las 

sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, 

asimismo aquellas personas que el Banco de México determine mediante disposiciones de 

carácter general; 

 

g)  Administrar fincas rústicas, a menos que hayan recibido la administración para distribuir el 

patrimonio entre herederos, legatarios, asociados o acreedores, o para pagar una obligación o 

para garantizar su cumplimiento con el valor de la misma finca o de sus productos, y sin que en 

estos casos la administración exceda del plazo de dos años, salvo los casos de fideicomisos a la 

producción o fideicomisos de garantía, y 

 

h)  Celebrar fideicomisos que administren sumas de dinero que aporten periódicamente grupos de 

consumidores integrados mediante sistemas de comercialización, destinados a la adquisición 

de determinados bienes o servicios, de los previstos en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor. 

 

Cualquier pacto contrario a lo dispuesto en los incisos anteriores, será nulo. 

XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la información 

que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten con el 

consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección especial dentro de la 

documentación a través de la cual se contrate una operación o servicio con una institución de crédito, y 

siempre que dicho consentimiento sea adicional al normalmente requerido por la institución para la 

celebración de la operación o servicio solicitado. En ningún caso, el otorgamiento de dicho consentimiento 

será condición para la contratación de dicha operación o servicio, y 



 

 

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en los párrafos segundo y tercero del 

artículo 46 de esta Ley. 

Fracción adicionada DOF 01-02-2008. Reformada DOF 10-01-2014 

 

LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 

Artículo 9o.- La representación para otorgar o suscribir títulos de crédito se confiere: 

 

I.- Mediante poder inscrito debidamente en el Registro de Comercio; y 

 

II.- Por simple declaración escrita dirigida al tercero con quien habrá de contratar el representante. 

 

En el caso de la fracción I, la representación se entenderá conferida respecto de cualquier persona y 

en el de la fracción II sólo respecto de aquella a quien la declaración escrita haya sido dirigida. 

 

En ambos casos, la representación no tendrá más límites que los que expresamente le haya fijado el 

representado en el instrumento o declaración respectivos. 

 

Artículo 391.- La institución fiduciaria tendrá todos los derechos y acciones que se requieran para el 

cumplimiento del fideicomiso, salvo las normas o limitaciones que se establezcan al efecto, al constituirse el mismo; 

estará obligada a cumplir dicho fideicomiso conforme al acto constitutivo; no podrá excusarse o renunciar su 

encargo sino por causas graves a juicio de un Juez de Primera Instancia del lugar de su domicilio, y deberá obrar 

siempre como buen padre de familia, siendo responsable de las pérdidas o menoscabos que los bienes sufran por 

su culpa. 

LEY DE FONDOS DE INVERSIÓN 

Artículo 32.- Los fondos de inversión en los términos y casos que esta Ley señala, para el cumplimiento de su objeto 

deberán contratar los servicios que a continuación se indican: 

Párrafo reformado DOF 10-01-2014 

 

I. Administración de activos de fondos de inversión; 

Fracción reformada DOF 10-01-2014 

 

II. Distribución de acciones de fondos de inversión; 
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III. Valuación de acciones de fondos de inversión; 
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IV. Calificación de fondos de inversión; 
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V. Proveeduría de Precios de Activos Objeto de Inversión; 

 

VI. Depósito y custodia de Activos Objeto de Inversión; 
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VII. Contabilidad de fondos de inversión; 
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VIII. Administrativos para fondos de inversión, y 

Fracción reformada DOF 10-01-2014 

 

IX. Los demás que autorice la Comisión mediante disposiciones de carácter general. 

 

Los fondos de inversión estarán obligados a contratar los servicios a que se refiere la fracción IV anterior, 

cuando así lo prevea la Comisión en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 17 de esta 

Ley, salvo en los casos a que alude el último párrafo del artículo 80 Bis del presente ordenamiento. 

Párrafo reformado DOF 10-01-2014 

 



 

 

Los fondos de inversión de capitales no estarán obligadas a contratar los servicios señalados en las fracciones 

II, IV, V y VIII de este artículo, pero en todo caso deberán ajustarse en materia de valuación a lo establecido en el 

artículo 44 de esta Ley. La Comisión podrá exceptuar, mediante disposiciones de carácter general, a los fondos 

de inversión de objeto limitado, de la contratación de algunos de los servicios a que se refiere este precepto. Los 

fondos de inversión de capitales y de objeto limitado estarán obligados a contratar los servicios de auditoría 

externa independiente. 

Párrafo adicionado DOF 10-01-2014 

 

En caso de que una sociedad distribuidora de acciones de fondos de inversión o entidades que presten dichos 

servicios, le presente a una sociedad operadora de fondos de inversión una oferta de compra o venta de las 

acciones representativas del capital social de un fondo de inversión que administre, esta no podrá negarse a la 

celebración de dichas operaciones siempre que tal oferta se ajuste a las condiciones del prospecto de 

información al público inversionista que el propio fondo de inversión haya hecho público y difundido por cualquier 

medio de acceso y conocimiento general. Para tales efectos, la sociedad distribuidora de acciones de fondos de 

inversión o entidad que preste dichos servicios deberá ajustarse al contrato de adhesión de la sociedad operadora 

para la liquidación de las operaciones y la custodia de las acciones correspondientes. Tanto en el contrato de 

adhesión como en el prospecto de información al público inversionista deberá preverse un trato irrestricto de 

igualdad entre y para las distribuidoras y entidades de que se trate. En ningún supuesto, podrán establecerse 

prácticas discriminatorias. 

Párrafo adicionado DOF 10-01-2014 

 

En cualquier caso, la sociedad distribuidora o entidad que proporcione esos servicios deberá cumplir con lo 

establecido en las disposiciones de carácter general que en materia de distribución de acciones de fondos de 

inversión expida la Comisión, y las demás disposiciones aplicables. 

Párrafo adicionado DOF 10-01-2014 

 

Artículo 41.- Los accionistas de los fondos de inversión deberán designar ante la sociedad operadora de fondos 

de inversión o bien, ante la sociedad distribuidora o la entidad que preste los servicios de distribución de acciones, 

sus beneficiarios y podrán en cualquier tiempo sustituirlos, así como modificar, en su caso, la proporción 

correspondiente a cada uno de ellos. 

 

En caso de fallecimiento del titular, la sociedad distribuidora de acciones de fondos de inversión o la entidad 

que preste ese servicio deberá entregar el importe de las acciones que se mantuvieran en cada fondo de inversión 

a quienes el propio titular hubiese designado expresamente y por escrito, como beneficiarios, en la proporción 

estipulada para cada uno de ellos. 

 

El beneficiario tendrá derecho a elegir entre la entrega de las acciones del fondo de inversión correspondiente 

o el importe de su recompra. 

 

Si no existieren beneficiarios, el importe deberá entregarse en los términos previstos en la legislación común. 

 

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA APLICABLES A LAS INSTITUCIONES DE 

CRÉDITO Y SOCIEDADES FINANCIERAS DE OBJETO MÚLTIPLE, ENTIDADES REGULADAS 

Artículo 4. Los Contratos de Adhesión deben reunir los siguientes requisitos de forma: 

I. Estar redactados en idioma español y en tipografía de al menos 8 puntos; 

II. Dividirse en capítulos, apartados o incisos que faciliten su lectura y comprensión, y 

III. Cuando se incorporen referencias a otros documentos, incluirán una explicación del texto 

referenciado. En caso de referencias a preceptos legales, las Instituciones Financieras deben incluir en el RECA 

un anexo con la transcripción de las disposiciones legales e indicar en el mismo contrato el lugar en donde se 

podrá consultar, lo anterior con independencia de que tal anexo deberá estar a disposición del Usuario en las 

sucursales de la Institución Financiera. 

CODIGO DE COMERCIO 

Artículo 364.- El recibo del capital por el acreedor, sin reservarse expresamente el derecho a los intereses 

pactados o debidos, extinguirá la obligación del deudor respecto a los mismos. 

 

Las entregas a cuenta, cuando no resulte expresa su aplicación, se imputarán en primer término al pago de 

intereses por orden de vencimientos, y después al del capital. 

 



 

 

Artículo 1070.- Cuando se ignore el domicilio de la persona que debe ser notificada, la primera notificación se 

hará publicando la determinación respectiva tres veces consecutivas en un periódico de circulación amplia y de 

cobertura nacional y en un periódico local del Estado o del Distrito Federal en que el comerciante deba ser 

demandado. 

 

Previamente a la notificación por edictos en términos del párrafo anterior, el juez ordenará recabar informe de 

una autoridad o una institución pública que cuente con registro oficial de personas. Bastará el informe de una sola 

autoridad o institución para que proceda la notificación por edictos. 

 

La autoridad o institución proporcionará los datos de identificación y el último domicilio que aparezca en sus 

registros de la persona buscada. Esta información no queda comprendida dentro del secreto fiscal o de alguna 

otra reserva que las autoridades o instituciones estén obligadas a observar conforme a las disposiciones que las 

rige. 

 

Cuando la autoridad o institución proporcione información de diversas personas con el mismo nombre, la parte 

actora podrá hacer las observaciones y aclaraciones pertinentes para identificar el domicilio que corresponda a 

la persona buscada o, en su caso, para desestimar domicilios proporcionados. El juez revisará la información 

presentada así como las observaciones hechas por la parte actora y resolverá lo conducente. 

 

En el caso de que en el documento base de la acción se haya pactado domicilio convencional para recibir 

las notificaciones, si se acude a realizar la notificación personal en dicho domicilio y éste no corresponde al de la 

demandada, se procederá a la notificación por edictos sin necesidad de recabar el informe a que se refieren los 

párrafos anteriores. 

 

Mientras un litigante no hiciere substitución del domicilio en donde se deban practicar las diligencias o 

notificaciones personales, seguirán haciéndose en el que para tal fin hubiere señalado. El notificador tendrá la 

obligación de realizarlas en el domicilio señalado, y en caso de no existir el mismo, lo deberá hacer constar en 

autos para que surtan efectos así como las subsecuentes, por publicación en el boletín, gaceta o periódico judicial 

o en los estrados de los tribunales, además de que las diligencias en que dicha parte debiere tener intervención 

se practicarán en el local del juzgado sin su presencia. 

 

Una vez que el actuario o ejecutor se cerciore de que en el domicilio sí habita la persona buscada y después 

de la habilitación de días y horas inhábiles, de persistir la negativa de abrir o de atender la diligencia, el actuario 

dará fe para que el Juez ordene dicha diligencia por medio de edictos sin necesidad de girar oficios para la 

localización del domicilio. 

 

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

Artículo 307.- Las Instituciones, para la contratación de los servicios de Banca Electrónica con sus clientes, 

adicionalmente a lo previsto en el Artículo 306 anterior, se sujetarán a lo siguiente:  

 

e) Los contratados a través de Cajeros Automáticos y Terminales Punto de Venta, caso en el cual deberán solicitar 

a los Usuarios un segundo Factor de Autenticación de las Categorías 3 o 4 a que se refiere el Artículo 310 de estas 

disposiciones. Adicionalmente, la Institución deberá notificar al Usuario dicha contratación a través del número de 

línea de Teléfono Móvil que tenga registrado y podrá solicitar la confirmación de la contratación a través de un 

medio distinto al Cajero Automático o Terminal Punto de Venta en el que se hubiera contratado el servicio. El 

servicio respectivo deberá habilitarse después de un periodo mínimo de veinticuatro horas posteriores a la 

notificación o, en su caso, a la confirmación que se hubiere realizado.  

(Asimismo, las Instituciones deberán pactar al momento de la contratación con sus Usuarios que asumirán los 

riesgos y por lo tanto los costos de las operaciones realizadas a través de los servicios antes mencionados que no 

sean reconocidas por los propios Usuarios, y que las reclamaciones derivadas de estas operaciones deberán ser 

abonadas a los Usuarios o bien, tratándose del otorgamiento de créditos que los recursos serán retirados de la 

cuenta del Usuario sin cobro de comisión alguna, a más tardar cuarenta y ocho horas posteriores a la reclamación, 

excepto cuando el Usuario hubiese confirmado dicha contratación en los términos descritos.  

 

II. Podrán permitir a sus Usuarios la contratación de servicios y operaciones adicionales a los originalmente 

convenidos o modificar las condiciones previamente pactadas con el Usuario, desde el servicio de Banca 

Electrónica de que se trate, o bien, contratar el uso de otro servicio de Banca Electrónica, siempre y cuando las 

Instituciones requieran un segundo Factor de Autenticación de las Categorías 3 ó 4 a que se refiere el Artículo 310 

de las presentes disposiciones, adicional al utilizado, en su caso, para iniciar la Sesión. En estos casos, las 

Instituciones deberán enviar una notificación en términos de lo previsto por la fracción VI del Artículo 316 Bis 1 de 

estas disposiciones y el servicio correspondiente quedará habilitado para su uso en el periodo determinado por 

cada Institución, sin que pueda ser menor a treinta minutos contados a partir de que se haya efectuado la 

contratación.  



 

 

 

III. Tratándose de los servicios mencionados en los incisos a) y d) de la fracción I anterior, la contratación podrá 

llevarse a cabo de conformidad con las fracciones I y II anteriores, o bien, a través de los centros de atención 

telefónica de las propias Instituciones, sujetándose a lo señalado en el Artículo 310 fracción I de estas disposiciones. 

En todo caso, para el servicio de Pago Móvil, las Instituciones deberán establecer controles que impidan lo 

siguiente:  

a) Asociar más de un número de línea de Teléfono Móvil a una cuenta de Usuario.  

b) Que un número de línea de Teléfono Móvil pueda ser asociado a cuentas de diferentes Usuarios.  

Las Instituciones podrán permitir asociar hasta dos tarjetas o cuentas bancarias del mismo Usuario a un número de 

línea de Teléfono Móvil, siempre y cuando una de ellas solamente funcione bajo la modalidad de Operaciones 

Monetarias de Micro Pagos. Adicionalmente, el Usuario podrá a su vez autorizar la realización de cargos a otra 

cuenta de la que sea titular para abonar los recursos a la cuenta asociada al servicio de Pago Móvil, conforme a 

lo dispuesto en el artículo 307, fracción III, inciso a) de las presentes disposiciones. Para efectos de lo anterior, las 

Instituciones deberán autenticar a los clientes utilizando procedimientos que aseguren que es el propio cliente 

quien está solicitando dicha asociación. Las Instituciones deberán someter a la autorización de la Comisión el 

procedimiento que emplearían para la identificación del cliente.  

 

IV. Tratándose de Cuentas Bancarias de Niveles 2, 3 y 4, deberán solicitar a sus Usuarios al momento de la 

contratación, datos de algún medio de comunicación, tales como su dirección de correo electrónico o número 

de teléfono móvil para la recepción de Mensajes de Texto SMS, a fin de que las Instituciones les hagan llegar las 

notificaciones a que se refiere el Artículo 316 Bis 1 de estas disposiciones.  

 

V. En la contratación de Banca por Internet a fin de que los clientes realicen operaciones entre la cuenta registrada 

a su nombre por la Institución como cuenta originadora, y otra cuenta en otra Institución cuyo titular sea el propio 

cliente como Cuenta Destino, será responsabilidad de la Institución contratante verificar que la Cuenta Destino en 

la otra Institución se encuentre registrada a nombre del propio cliente, salvo tratándose de Cuentas bancarias de 

Niveles 2 y 3, así como de cuentas de administración de valores con los mismos niveles transaccionales, caso en el 

cual no será necesaria dicha verificación.  

En todo caso, la Institución deberá obtener previamente la autorización de la Comisión para la contratación del 

servicio de Banca por Internet a que se refiere esta fracción, en cuya solicitud deberá exponer los controles que 

permitirán a los Usuarios realizar las operaciones de forma segura, sujetándose a lo siguiente:  

a) Al momento de la contratación del servicio de Banca por Internet, las Instituciones deberán requerir a sus 

Usuarios el registro de una única Cuenta Destino cuyo titular sea el propio Usuario, sin que se requiera un segundo 

Factor de Autenticación de las Categorías 3 ó 4 a que se refiere el Artículo 310 de estas disposiciones, en términos 

de lo previsto en el Artículo 314 de las presentes disposiciones. Si las cuentas originadoras son Cuentas Bancarias 

de Niveles 2 y 3, o bien, cuentas de administración de valores con los mismos niveles transaccionales, no será 

necesario que la Cuenta Destino sea del propio Usuario.  

b) Para realizar transferencias de recursos dinerarios o instrucciones de cargo entre la cuenta originadora 

registrada en la Institución y la Cuenta Destino a que se refiere el párrafo anterior, las Instituciones deberán requerir 

a sus Usuarios un Factor de Autenticación Categoría 2 a que se refiere el Artículo 310 de estas disposiciones, sin 

que le sea aplicable el primer párrafo del Artículo 313 de las presentes disposiciones, debiendo contemplar, en 

todo caso, controles que aseguren que es el Usuario quien está instruyendo a la Institución, y  

c) En caso de que un Usuario solicite cambiar la Cuenta Destino a que se refiere el inciso a) de esta fracción, 

deberá realizarlo mediante el procedimiento mencionado en la fracción I del presente artículo.  

Para la contratación de los servicios de Banca por Internet, Banca Telefónica Audio Respuesta o Banca Telefónica 

Voz a Voz relacionados con Cuentas Bancarias de Niveles 2 y 3 u otras con los mismos niveles transaccionales, 

como cuentas originadoras, a fin de realizar las operaciones descritas en esta fracción, las Instituciones podrán 

utilizar mecanismos de identificación similares a los requeridos para la apertura de dicha cuenta originadora.  

 

VI. Tratándose de las Cuentas Bancarias de Nivel 1, dichas cuentas no podrán asociarse a servicios de Banca 

Electrónica para realizar Operaciones Monetarias, exceptuándose aquellos servicios ofrecidos a través de Cajeros 

Automáticos y Terminales Punto de Venta. En el caso de las operaciones que se realicen a través de Terminales 

Punto de Venta, estas solo podrán efectuarse cuando el Usuario presente la tarjeta de débito de que se trate en 

el Establecimiento.  

 

Artículo 307 Bis.- Las Instituciones podrán contratar con sus Usuarios:  

I. Créditos al consumo a través de Medios Electrónicos siempre que tengan:  

a) Cuentas Bancarias de Niveles 3 o 4;  

b) Cuentas Bancarias de Nivel 2 con una antigüedad de más de 6 meses desde su apertura y hayan realizado por 

lo menos una operación por cada mes transcurrido desde la citada fecha, o  

c) Cuentas Bancarias de Nivel 2 si previamente a la contratación del crédito las estas disposiciones.  

En todo caso, las Instituciones deberán mantener a disposición de la Comisión la evidencia de la fecha, hora y 

medio por los que se contrató el crédito a que se refiere la presente fracción, los términos y condiciones aceptados 

por los Usuarios que incluyan al menos, plazo, monto y tasa del crédito, así como las condiciones de pago y 

comisiones por la contratación del crédito, indicando el medio a través del cual pueden consultarse las demás 

comisiones que resulten aplicables.  



 

 

Tratándose de créditos al consumo contratados a través de Cajeros Automáticos y Terminales Punto de Venta por 

montos iguales o menores al equivalente en moneda nacional de 1,500 UDIs, no será necesario que el servicio se 

habilite después de las veinticuatro horas posteriores a la notificación que se hubiere realizado en términos de la 

fracción I, inciso e) del artículo 307 de este instrumento. 

II. Créditos comerciales a través de Banca por Internet, siempre que se solicite un segundo Factor de Autenticación 

de las Categorías 3 o 4 a que se refiere el Artículo 310 de estas disposiciones, adicionalmente al utilizado para 

iniciar la Sesión. 

 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL 

 

Artículo 2111.- Nadie está obligado al caso fortuito sino cuando ha dado causa contribuido a él, cuando ha 

aceptado expresamente esa responsabilidad, o cuando la ley se la impone. 

 

 

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS 

Artículo 23. En todas las operaciones y servicios que las Entidades Financieras celebren por medio de Contratos 

de Adhesión masivamente celebradas y hasta por los montos máximos que establezca la Comisión Nacional para 

la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros en disposiciones de carácter general, aquéllas 

deberán proporcionarle a sus Clientes la asistencia, acceso y facilidades necesarias para atender las aclaraciones 

relacionadas con dichas operaciones y servicios. 

Párrafo reformado DOF 25-06-2009 

 

Al efecto, sin perjuicio de los demás procedimientos y requisitos que impongan otras autoridades financieras 

facultadas para ello en relación con operaciones materia de su ámbito de competencia, en todo caso se estará 

a lo siguiente: 

Párrafo reformado DOF 25-06-2009 

 

I.  Cuando el Cliente no esté de acuerdo con alguno de los movimientos que aparezcan en el estado de 

cuenta respectivo o en los medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que se hubieren 

pactado, podrá presentar una solicitud de aclaración dentro del plazo de noventa días naturales 

contados a partir de la fecha de corte o, en su caso, de la realización de la operación o del servicio. 

 

La solicitud respectiva podrá presentarse ante la sucursal en la que radica la cuenta, o bien, en la unidad 

especializada de la institución de que se trate, mediante escrito, correo electrónico o cualquier otro 

medio por el que se pueda comprobar fehacientemente su recepción. En todos los casos, la institución 

estará obligada a acusar recibo de dicha solicitud. 

 

 Tratándose de cantidades a cargo del Cliente dispuestas mediante cualquier mecanismo determinado 

al efecto por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los Servicios Financieros 

en disposiciones de carácter general, el Cliente tendrá el derecho de no realizar el pago cuya aclaración 

solicita, así como el de cualquier otra cantidad relacionada con dicho pago, hasta en tanto se resuelva 

la aclaración conforme al procedimiento a que se refiere este artículo; 

Párrafo reformado DOF 25-06-2009 

 

II.  Una vez recibida la solicitud de aclaración, la institución tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco 

días para entregar al Cliente el dictamen correspondiente, anexando copia simple del documento o 

evidencia considerada para la emisión de dicho dictamen, con base en la información que, conforme 

a las disposiciones aplicables, deba obrar en su poder, así como un informe detallado en el que se 

respondan todos los hechos contenidos en la solicitud presentada por el Cliente. En el caso de 

reclamaciones relativas a operaciones realizadas en el extranjero, el plazo previsto en este párrafo será 

hasta de ciento ochenta días naturales. 

 

El dictamen e informe antes referidos deberán formularse por escrito y suscribirse por personal de la 

institución facultado para ello. En el evento de que, conforme al dictamen que emita la institución, resulte 

procedente el cobro del monto respectivo, el Cliente deberá hacer el pago de la cantidad a su cargo, 

incluyendo los intereses ordinarios conforme a lo pactado, sin que proceda el cobro de intereses 

moratorios y otros accesorios generados por la suspensión del pago realizada en términos de esta 

disposición; 

 

III.  Dentro del plazo de cuarenta y cinco días naturales contado a partir de la entrega del dictamen a que 

se refiere la fracción anterior, la institución estará obligada a poner a disposición del Cliente en la sucursal 

en la que radica la cuenta, o bien, en la unidad especializada de la institución de que se trate, el 

expediente generado con motivo de la solicitud, así como a integrar en éste, bajo su más estricta 



 

 

responsabilidad, toda la documentación e información que, conforme a las disposiciones aplicables, 

deba obrar en su poder y que se relacione directamente con la solicitud de aclaración que corresponda 

y sin incluir datos correspondientes a operaciones relacionadas con terceras personas; 

 

IV. En caso de que la institución no diere respuesta oportuna a la solicitud del Cliente o no le entregare el 

dictamen e informe detallado, así como la documentación o evidencia antes referidos, la Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los Servicios Financieros, impondrá multa en los 

términos previstos en la fracción XI del artículo 43 de esta Ley por un monto equivalente al reclamado 

por el Cliente en términos de este artículo, y 

Fracción reformada DOF 25-06-2009 

 

V.  Hasta en tanto la solicitud de aclaración de que se trate no quede resuelta de conformidad con el 

procedimiento señalado en este artículo, la institución no podrá reportar como vencidas las cantidades 

sujetas a dicha aclaración a las sociedades de información crediticia. 

 

Lo antes dispuesto es sin perjuicio del derecho de los Clientes de acudir ante la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o ante la autoridad jurisdiccional correspondiente 

conforme a las disposiciones legales aplicables, así como de las sanciones que deban imponerse a la institución 

por incumplimiento a lo establecido en el presente artículo. Sin embargo, el procedimiento previsto en este artículo 

quedará sin efectos a partir de que el Cliente presente su demanda ante autoridad jurisdiccional o conduzca su 

reclamación en términos de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

 

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL A QUE HACE REFERENCIA EL ARTICULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 

CRÉDITO 

62ª Quáter.- Las Entidades deberán intercambiar entre sí información sobre todas sus transferencias de fondos 

nacionales en moneda extranjera así como de sus transferencias de fondos internacionales que envíen o reciban 

y la información de identificación y, en su caso, documentación de los Clientes y Usuarios que las envíen o reciban, 

en los términos siguientes:  

I. El intercambio se llevará a cabo exclusivamente por medio de las plataformas tecnológicas autorizadas por la 

Secretaría o bien de la plataforma tecnológica que para tales efectos opere el Banco de México;  

II. Para que las Entidades puedan obtener información de las plataformas tecnológicas a que se refiere la fracción 

anterior, deberán cumplir con los procedimientos, formatos, términos y condiciones de uso, características, 

condiciones de infraestructura, aplicaciones informáticas y medidas de seguridad que sean determinadas:  

a) En los lineamientos generales que al efecto emitan conjuntamente la Secretaría, la Comisión y el Banco de 

México, mismos que resultarán aplicables a la plataforma tecnológica que opere el Banco de México de 

conformidad con la fracción I anterior, o  

b) En los lineamientos generales que al efecto emitan conjuntamente la Secretaría y la Comisión, con opinión 

previa del Banco de México, mismos que resultarán aplicables a las plataformas tecnológicas autorizadas por la 

Secretaría, conforme a lo dispuesto en la fracción I anterior.  

En todo caso, los lineamientos señalados en los incisos a) y b) anteriores, deberán contener elementos 

homogéneos a efecto de que el intercambio de información a que se refiere esta disposición, cumpla con la 

finalidad de fortalecer las medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudiesen 

favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en 

los artículos 139 Quáter o 400 Bis del Código Penal Federal y 52 de la Ley.  

Solamente podrán realizar consultas de información y documentación contenida en las plataformas a que se 

refiere esta disposición, aquellas Entidades que den cumplimiento a los lineamientos referidos en el párrafo anterior.  

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, las Entidades deberán permitir al operador respectivo de la 

plataforma de que se trate, realizar las verificaciones que estime procedentes de acuerdo con los contratos que 

celebre con ellas para la entrega y consulta de información y documentación referidas. Al respecto, el operador 

podrá suspender la entrega de información contenida en la plataforma respectiva a  aquellas Entidades hasta en 

tanto no acrediten, a satisfacción de dicho operador, el cumplimiento de los lineamientos respectivos, sin perjuicio 

de las facultades de supervisión y sanción que corresponda ejercer a la Comisión;  

III. Sólo tendrán acceso a estas plataformas los funcionarios expresamente autorizados por las Entidades para tales 

efectos, con los controles de seguridad suficientes que eviten efectivamente que la información llegue a terceros 

no autorizados;  

IV. Las Entidades deberán cargar a la plataforma la información de las transferencias enviadas y recibidas, al cierre 

de operación de la plataforma del mismo día hábil al de su envío o recepción. En caso que el Banco de México, 

en su carácter de administrador de los sistemas de pagos a través de los cuales se procesen cualquiera de las 

transferencias a que se refiere la presente disposición, cuente con la información que las Entidades deban cargar 

a la plataforma que el propio Banco opere, las Entidades no estarán obligadas a cargar dicha información siempre 

que este comunique a ellas que llevará a cabo la carga por cuenta de las Entidades. En este caso se observará 

lo dispuesto en la fracción VIII de la presente disposición;  

V. Las Entidades deberán cargar a la plataforma la información y documentación digitalizada a que se refiere la 

16ª de las presentes Disposiciones sobre los Clientes y Usuarios que realicen las transferencias, así como sus 



 

 

actualizaciones, a más tardar el día hábil bancario siguiente a aquel a que cuenten con ella, siempre y cuando 

dicha información y documentación no esté ya incluida en la plataforma o sea distinta;  

VI. La plataforma tecnológica sólo podrá entregar a las Entidades los datos estadísticos sobre el número, montos, 

destinos y procedencias de las transferencias reportadas a ésta, así como el número de Entidades respectivas y 

otros datos generales sobre dichas transferencias correspondientes a un determinado Cliente o Usuario y al periodo 

determinado, de conformidad con los lineamientos señalados en la fracción II anterior, sin que se identifique a las 

Entidades o demás partes que intervengan en dichas transferencias.  

Asimismo, todas las Entidades intercambiarán entre ellas, por medio de la plataforma tecnológica, la información 

y, en su caso, la copia digitalizada de la documentación de los Clientes y Usuarios que hayan cargado a la misma, 

así como aquellas inconsistencias en dicha información y documentación como resultado de las validaciones y 

verificaciones que se lleve a cabo en la propia plataforma de conformidad con los lineamientos señalados en la 

fracción II anterior;  

VII. Las Entidades deberán entregar la información almacenada en la plataforma tecnológica correspondiente al 

Cliente o Usuario que la solicite por escrito o a través de medios electrónicos, u otras tecnologías que establezcan 

las Entidades para la celebración de sus Operaciones. En este caso, la información incluirá la relación de las demás 

Entidades que hayan consultado la información en periodos establecidos en los lineamientos previstos en la 

fracción II anterior;  

VIII. Para proporcionar la información y documentación a que se refiere la presente disposición a la plataforma 

tecnológica, el Cliente o Usuario que guarde la relación con las Entidades deberá otorgar su consentimiento a 

través de los medios que estas últimas establezcan para esos efectos, así como para que el Cliente o Usuario tenga 

pleno conocimiento de la naturaleza y alcance de la información y documentación que la plataforma 

tecnológica proporcionará a las Entidades que la consulten de conformidad con esta disposición, así como el 

hecho de que, tratándose de Clientes, la Entidad podrá realizar consultas periódicas de su información durante el 

tiempo que este mantenga una relación jurídica con la Entidad;  

IX. Las Entidades deberán consultar la plataforma tecnológica en el supuesto a que se refiere la 25ª Ter de las 

presentes Disposiciones, sin perjuicio de que, además, podrán realizar tales consultas únicamente respecto de las 

partes que intervengan en transferencias de fondos conforme a lo indicado en la fracción I o II de la citada 

Disposición, siempre y cuando las Entidades acuerden con sus Clientes, conforme a los convenios vigentes que 

suscriban, proporcionarles cualquiera de los servicios de transferencias de fondos internacionales o transferencias 

de fondos nacionales en moneda extranjera. En ningún otro caso, las Entidades podrán consultar la información y 

documentación de Clientes y Usuarios proporcionada por otras Entidades a las plataformas tecnológicas a que 

se refiere la presente Disposición;  

X. Las Entidades sólo podrán hacer consultas respecto de Clientes durante el plazo que subsista la relación jurídica 

con éstos y respecto de Usuarios durante los dos días hábiles bancarios siguientes a que se ejecute la transferencia 

respectiva, y  

XI. Las Entidades podrán utilizar la información y documentación que obtengan por medio de las plataformas 

tecnológicas previstas en la presente disposición únicamente para los efectos a que se refieren los artículos 52 y 

115 Bis de la Ley, por lo que quedarán sujetas a las penas a que haya lugar conforme a las disposiciones aplicables 

por dar un uso distinto a dicha información y documentación. Para estos efectos, las Entidades estarán obligadas 

a contar, de conformidad con los lineamientos a que se refiere la fracción II anterior, con elementos tecnológicos, 

físicos y operativos que tengan por objeto impedir que la información de terceros consultada a través de la 

plataforma, sea conocida por personal de las Entidades que no esté directamente relacionado con la prevención 

y detección de actos, omisiones u Operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 

cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 Quáter y 400 Bis del Código Penal 

Federal. 

 CIRCULAR 14/2018 

 

Transitorio  

 

SEGUNDO.- Lo dispuesto en el artículo 19 Bis 3, respecto a la obligación de las Instituciones que reciban alguno de 

los avisos a que se refiere el primer párrafo del artículo 19 Bis 1, de abonar en la respectiva Cuenta de Depósito, a 

más tardar el segundo Día Hábil Bancario siguiente a la recepción de dicho aviso, el monto equivalente a aquellos 

cargos realizados en esa Cuenta que sean objeto del aviso de que se trate, entrará en vigor el 26 de septiembre 

de 2019. Hasta en tanto, las Instituciones estarán obligadas a realizar el respectivo abono a más tardar al cuarto 

Día Hábil Bancario siguiente a la recepción del mencionado aviso. 


